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EVO MORALES AYMA 
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL ESTADO PLURINACIONAL DE 

BOLIVIA 

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente Ley: 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL, 

DECRETA: 

LEY DEL DEFENSOR DEL PUEBLO 

CAPÍTULO 1 
OBJETO, NATURALEZA, ALCANCE. PRINCIPIOS, 

ATRIBUCIONES Y TITULARIDAD 

ARTÍCULO 1. (OBJETO). La presente Ley tiene por objeto regular las 
atribuciones, prerrogativas, organización y funcionamiento de la : Defensoría del 
Pueblo del Estado Plurinacional de Bolivia, en el marco de láS, acciones de 
defensa de la sociedad establecidas en la Constitución Política del Estado. 

ARTÍCULO 2. (NATURALEZA DE LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO). I. La 
Defensoría del Pueblo es la institución de derecho público nacional, encargada 
de velar por la vigencia, promoción, difusión y cumplimiento de los derechos 
humanos individuales y colectivos reconocidos por la Constitución Política del 
Estado, las Leyes y los Instrumentos internacionaes. 

11. Asimismo, le corresponderá la promoción y defensa de los derechos de las 
naciones y pueblos indígena originario campesinos, de las comunidades 
urbanas, intercuiturales, afrobolivianos y de las bolivianas y los bolivianos en el 
exterior, en coordinación con las instancias correspondientes. 

III. La Defensoría del Pueblo tiene autonomía funcional, financiera y 
administrativa; en el ejercicio de sus funciones no recibe instrucciones de los 
Órganos del Estado, está sometida al control fiscal y tiene su sede en la ciudad 
de La Paz. 

ARTICULO 1 (ALCANCE). Las funciones de la Defensoría del Pueblo 
alcanzarán a las actividades administrativas de todo el sector público y las 
actividades de las instituciones privadas que presten servicios públicos en los 
distintos niveles del Estado. 

ARTÍCULO 4. (PRINCIPIOS RECTORES DE LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO). 

► . Accesibilidad. La Defensoría del Pueblo deberá otorgar a todas las 
personas naturales o jurídicas el acceso us servicios, evitando 
patrocinios, trámites o condiciones para su iridrvención. 
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2. Celeridad. Los asuntos de competencia de la Defensoría del Pueblo, 
serán tramitados en forma rápida y oportuna, procurando la oralidad, sin la 
exigencia de formalidades que retarden o impidan la resolución del caso. 

3. Gratuidad. Todos los servicios, apoyos y asesoramientos de la 
Defensoría del Pueblo, serán gratuitos. 

4. Interculturalidad. La Defensoría del Pueblo promoverá la interculturalidad 
entendida como la interacción entre las culturas, que se constituye en 
instrumento para la cohesión y convivencia armónica y equilibrada entre 
todos los pueblos y naciones, para la construcción de relaciones de 
igualdad y equidad de manera respetuosa. 

5. Solidaridad y Servicio al Pueblo. Es la capacidad de comprender, 
cooperar y apoyar de forma efectiva, a las personas individuales y 
colectivas que requieren sus servicios, identificándose con las 
necesidades o demandas de quienes se encuentren en condiciones de 
vulnerabilidad, trabajando en beneficio del pueblo y de los sectores más 
desfavorecidos. 

6. Oficiosidad. La Defensoría del Pueblo actuará de oficio en el ejercicio de 
su mandato. 

7. Motivación de los Actos. Los actos que emanen de las investigaciones 
de la Defensoría del Pueblo, deben tener la debida motivación derivadas 
del análisis de la prueba recabada en el procedimiento investigativo, así 
como de corroborar si los mismos se apegan al ordenamiento jurídico. 

8. Confidencialidad y Reserva. La Defensoría del Pueblo tiene la 
obligación de proteger la fuente y la identidad de las personas que 
resulten víctimas o proporcionan información, cuando exista temor 
fundado, peligro o riesgo de afectación a sus derechos fundamentales. En 
estos casos, la información recogida puede ser declarada de carácter 
reservada. 

ARTICULO 5. (ATRIBUCIONES). Son atribuciones de la Defensoría del Pueblo: 

1. Interponer las acciones de inconstitucionalidad, de libertad, de amparo 
constitucional, de protección de privacidad, popular, de cumplimiento y el 
recurso directo de nulidad, en casos de vulneración de derechos 
individuales y colectivos manifiestamente. 

2. Presentar Proyectos de Ley y proponer modificaciones a Leyes, Decretos 
y Resoluciones no judiciales, en materia de su competencia, en diferentes 
niveles de gobierno. 

3. Investigar, de oficio o a solicitud de parte, los actos u omisiones que 
impliquen violación de los derechos, individuales y colectivos, que se 
establecen en la Constitución Política del Estado, las Leyes y los 
Instrumentos Internacionales, e instar al Ministerio Público el inicio de las 
acciones legales que correspondan. 
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4. Solicitar a las autoridades, servidores públicos, representantes legales de 
empresas privadas, mixtas y cooperativas que prestan servicios públicos, 
o autoridades indígena originario campesinas, la información que requiera 
para el ejercicio y cumplimiento de sus funciones. 

5. Formular recomendaciones, recordatorios de deberes legales, y 
sugerencias para la inmediata adopción de correctivos y medidas que 
aporten al cumplimiento, vigencia y promoción de los derechos humanos, 
a todos los órganos e instituciones del Estado, y emitir censura pública por 
actos o comportamientos contrarios a dichas formulaciones. 

6. Acceder libremente a los centros de detención e internación, policial o 
militar; institutos de formación policial o militar, casas de acogida, centros 
de atención de la niñez y adolescencia, y de adultos mayores; hospitales. 
centros de salud o instituciones que brindan servicios de salud; refugios 
temporales; centros de formación y educación; sin que pueda oponerse 
objeción alguna, a efectos de velar por el cumplimiento y promoción de los 
derechos de las personas que ahí se encuentran. 

7. Ejercer sus funciones sin interrupción de ninguna naturaleza, aun en caso 
de declaratoria de estado de excepción. 

8. Asistir con prontitud y sin discriminación a las personas que soliciten sus 
servicios. 

9. Elaborar los reglamentos y la normativa interna para el ejercicio de sus 
funciones, en el marco de la presente Ley. 

10. Interponer las acciones correspondientes contra las autoridades o 
servidoras y servidores públicos, representantes legales de empresas 
privadas, mixtas o cooperativas que presten servicios públicos, o 
autoridades indígena originario campesinas, en caso de no ser atendidas 
sus solicitudes. 

ARTÍCULO 6. (TITULARIDAD). La Defensoría del Pueblo estará dirigida por la 
Defensora o el Defensor del Pueblo, designado por la Asamblea Legislativa 
Plurinacional, quien será responsable del funcionamiento y decisiones de las 
Delegadas o los Delegados Defensoriales Adjuntos, Departamentales y 
Especiales. 

CAPÍTULO II 
REQUISITOS, INCOMPATIBILIDADES, SELECCIÓN, ELECCIÓN, 

DESIGNACIÓN, MANDATO, CESE, INTERINATO 
Y RÉGIMEN DE JUZGAMIENTO 

ARTÍCULO 7. (REQUISITOS). Para ser designada o designado como titular de 
la Defensoría del Pueblo, se requiere: 

1. Ser de nacionalidad boliviana. 

2. Tener treinta (30) años de edad, cumplidos al momento de su 
designación. 
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3. Tratándose de hombres, haber cumplido los deberes militares. 

4. No tener pliego de cargo ejecutoriado o sentencia condenatoria 
ejecutoriada en materia penal, pendientes de cumplimiento. 

5. No estar comprendida o comprendido en los casos de prohibición o 
incompatibilidad establecidas en la Constitución Política del Estado. 

6. Estar inscrita o inscrito en el Padrón Electoral. 

7. Hablar al menos dos (2) idiomas oficiales del Estado. 

8. No tener ningún grado de parentesco dentro del tercer grado de 
consanguinidad y segundo de afinidad, con miembros de la Asamblea 
Legislativa Plurinacional, con las autoridades jerárquicas de los Órganos 
del Estado o con la Presidenta o el Presidente del Estado Plurinacional. 

9. Contar con probada integridad personal y ética, determinada a través de 
la observancia pública. 

10. Tener reconocida trayectoria en la defensa de los derechos humanos. 

11. No haber sido sentenciado por delitos ni sancionado por faltas referidas a 
la violencia contra la mujer, violencia contra niñas, niños o adolescentes, 
trata y tráfico de personas o cualquier delito comprendido en la Ley de 
Lucha contra la Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de 
Fortunas. 

ARTÍCULO 8. (INCOMPATIBILIDADES). I. El ejercicio del cargo de la 
Defensora o el Defensor del Pueblo, es incompatible con el desempeño de 
cualquier otra actividad pública o privada, con remuneración o sin ella, 
exceptuándose la actividad de docencia universitaria. 

II. Si la incompatibilidad sobreviniere una vez posesionado como Defensora o 
Defensor del Pueblo, implicará el cese de funciones en la fecha en que aquella 
se hubiera producido. 

ARTÍCULO 9. (PROCESO DE SELECCIÓN). I. Cuarenta y cinco (45) días antes 
de la finalización del mandato de la Defensora o el Defensor del Pueblo, la 
Asamblea Legislativa Plurinacional iniciará el proceso de selección aprobando la 
convocatoria pública respectiva, estableciendo los criterios de evaluación, 
méritos, idoneidad, trayectoria e integridad personal y ética, así como etapas de 
impugnación ciudadana establecidas en la reglamentación de la Asamblea 
Legislativa Plurinacional. 

II. El proceso de selección estará a cargo de la Comisión Mixta de Constitución, 
Legislación y Sistema Electoral de la Asamblea Legislativa Plurinacional, que 
verificará el cumplimiento de los requisitos establecidos en la convocatoria, las 
condiciones generales del acceso al servicio público y las incompatibilidades 
establecidas en normativa vigente, a través de un proceso transparente, 
pudiendo cruzar información con registros públicos oficiales a efectos de 
compulsar la trayectoria en la defensa de los derechos humanos y la idoneidad 
de las y los postulantes. 
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III. La Comisión Mixta de Constitución, por simple mayoría de votos calificará y 
elevará la nómina y el informe correspondiente a la Asamblea Legislativa 
Plurinacional, para que en un plazo de quince (15) días convoque a la Elección 
de la Defensora o el Defensor del Pueblo. 

ARTÍCULO 10. (ELECCIÓN, DESIGNACIÓN Y POSESIÓN). I. Corresponderá al 
pleno de la Asamblea Legislativa Plurinacional, la elección y designación, por 
dos tercios de votos de los presentes, de la Defensora o el Defensor del Pueblo, 
de la nómina preseleccionada por la Comisión Mixta de Constitución, Legislación 
y Sistema Electoral. 

La posesión estará a cargo de la Presidenta o el Presidente de la Asamblea 
Legislativa Plurinacional. 

ARTÍCULO 11. (PERÍODO DE MANDATO). El período de mandato de la 
Defensora o el Defensor del Pueblo será de seis (6) años computables a partir 
de su posesión, sin posibilidad de ampliación o nueva designación. 

ARTÍCULO 12. (CESE). El cese de funciones procederá en los siguientes casos: 

a) Por renuncia. 

b) Por cumplimiento de mandato. 

c) Por muerte. 

d) Por incapacidad permanente y absoluta sobreviniente. 

e) Por sentencia condenatoria ejecutoriada en materia penal. 

f) Por tener pliego de cargo ejecutoriado. 

g) Por incompatibilidad sobreviniente prevista en normativa vigente. 

II. Cuando se produzcan las causales señaladas, la Defensora o el Defensor del 
Pueblo podrá ser reemplazado interinamente por cualquier Delegada o Delegado 
Defensorial Adjunto, mismo que será nombrado por la Asamblea Legislativa 
Plurinacional, en tanto se realice un nuevo proceso de elección, selección y 
designación. 

ARTÍCULO 13. (INTERINATO TEMPORAL). La Defensora o el Defensor del 
Pueblo, podrá interinamente ser remplazado por cualquiera de las Delegadas o 
Delegados Defensoriales Adjuntos, en caso de ausencia temporal. 

ARTÍCULO 14. (FUNCIONES). La Defensora o el Defensor del Pueblo, además 
de las atribuciones conferidas, tendrá las siguientes funciones: 

1. Promover la cultura del diálogo y de respeto a los derechos humanos, en 
situación de conflictos sociales, a través de la gestión y la prevención. 

2. Promover el cumplimiento de los derechos específicos establecidos en la 
Constitución Política del Estado, en los Instrumentos Internacionales de 
derechos humanos y en las Leyes. 
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